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Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL VIII  
 

EL PUEBLO DE  
PUERTO RICO 

 

Recurrida 
 
 

v. 
 

 
LUIS GUADALUPE 

GONZÁLEZ 

 
Peticionaria 

 

KLCE202100369 

CERTIORARI 
procedente del 
Tribunal de Primera 

Instancia, Sala 
Superior de San Juan 
 

Criminal Núm.:  
K PD2005G0045-46 

K AP2005G0002 
 
Por: Artículo 173 y 

Artículo 256 del 
Código Penal. 

 
Panel integrado por su presidenta la Jueza Domínguez Irizarry, el 

Juez Vázquez Santisteban y la Jueza Álvarez Esnard. 
 
Álvarez Esnard, jueza ponente.  

 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de abril de 2021. 

Comparece ante nos la parte peticionaria, in forma pauperis, 

Luis D. Guadalupe González (“señor Guadalupe González”) 

mediante recurso de certiorari, recibido en la Secretaría del Tribunal 

de Apelaciones el 29 de marzo de 2021, para solicitar que 

declaremos con lugar su Moción al amparo de la Regla 192.1 de 

Procedimiento Criminal bajo Nuevos Argumentos (“Moción de Regla 

192.1”), presentada ante el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

San Juan, el 14 de diciembre de 2020.  

Por los fundamentos expuestos a continuación, 

DESESTIMAMOS el recurso de epígrafe por falta de jurisdicción.  

I. 

Surge del expediente que, el 2 de abril de 2005, el señor 

Guadalupe González fue convicto por dos cargos de Robo y un cargo 

de Empleo de violencia, Intimidación contra autoridad pública, en 

los casos KPD2005G0045-0046 y KAP2005G0002, respectivamente. 

Estos cargos corresponden a los Artículos 173 y 256 del Código 

Penal de Puerto Rico de 1974 (“Código Penal”), respectivamente. 33 
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LPRA ant. secs. 4279, 4491. Por consiguiente, el 26 de abril de 2005, 

fue sentenciado a cumplir una pena de reclusión de noventa y nueve 

(99) años y veinte (20) años, respectivamente, a cumplirse de 

manera concurrente. 

Posteriormente, el 14 de diciembre de 2020, el señor 

Guadalupe González, in forma pauperis, presentó Moción de Regla 

192.1 en virtud de la cual solicitó al foro de instancia corregir la 

Sentencia. En apretada síntesis, el señor Guadalupe González 

arguyó que la pena que le fue impuesta mediante sentencia es 

desproporcional a los delitos cometidos y excede las penas máximas 

dispuestas. Para sustentar su argumento, citó las disposiciones 

aplicables del Código Penal. Conforme a las mismas, la pena 

máxima dispuesta, aun con agravantes, corresponde a veinte años 

de reclusión por violación al Artículo 173 (Robo) y cinco años de 

reclusión por infracción al Artículo 256 (Empleo de violencia, 

Intimidación contra autoridad pública). Véase 33 LPRA ant. secs. 

4279, 4491. Además, arguyó que la sentencia violenta el derecho 

constitucional de igual protección de las leyes.  

Así las cosas, el 18 de diciembre de 2020, mediante 

resoluciones notificadas el 22 de diciembre de 2020, el foro primario 

ordenó al Ministerio Público presentar su posición dentro de quince 

días a partir de la notificación, además de autorizar la litigación in 

forma pauperis. No obstante, el 21 de enero de 2021, el señor 

Guadalupe González presentó Moción Informativa en Solicitud de 

Remedio (“Moción Informativa”) y solicitó que el Tribunal de Primera 

Instancia resolviera la Moción de Regla 192.1 sin la comparecencia 

del Ministerio Público, al haber transcurrido el término concedido. 

El 27 de enero de 2021, el foro primario emitió y notificó Orden 

declarando “NADA QUE PROVEER”.  
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Inconforme, el señor Guadalupe González acude ante nos. En 

síntesis, arguye que el tribunal inferior erró al no declarar Ha Lugar 

su Moción de Regla 192.1 y solicita nuestra intervención. 

II. 

A. Jurisdicción 

Como cuestión de umbral, antes de considerar los méritos de 

un recurso, a este Tribunal le corresponde determinar si posee 

jurisdicción para atender el recurso ante su consideración. Véase 

SLG Solá-Moreno et al v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 682 (2011). 

“Es norma reiterada que los tribunales deben ser celosos guardianes 

de su jurisdicción y el foro judicial no tiene discreción para asumir 

jurisdicción allí donde no la hay”. García Ramis v. Serrallés, 171 DPR 

250, 254 (2007) (Énfasis en el original). Esto nos impone el deber de 

examinar la jurisdicción antes de expresarnos.  

Cuando los tribunales carecen de jurisdicción deberán así 

declararlo y desestimar el recurso. Véase González v. Mayagüez 

Resort & Casino, 176 DPR 848, 855-856 (2009).  

Debido a que la jurisdicción es el poder o la 
autoridad que posee un tribunal para considerar y 
decidir un caso o una controversia, su ausencia trae 

consigo las consecuencias siguientes: (1) no es 
susceptible de ser subsanada; (2) las partes no pueden 

voluntariamente conferírsela a un tribunal como 
tampoco puede éste abrogársela; (3) conlleva la nulidad 
de los dictámenes emitidos; (4) impone a los tribunales 

el ineludible deber de auscultar su propia jurisdicción; 
(5) impone a los tribunales apelativos el deber de 

examinar la jurisdicción del foro de donde procede el 
recurso, y (6) puede presentarse en cualquier etapa del 
procedimiento, a instancia de las partes o por el 

tribunal motu proprio. SLG Solá-Moreno et al v. Bengoa 
Becerra, supra, pág. 682 (Citas y elipsis omitidos).  

 

Como corolario de ello, la Regla 83(C) del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83(C), nos faculta para 

desestimar un recurso por falta de jurisdicción, a iniciativa propia.  

 

B. Recurso Prematuro 
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Es prematuro “lo que ocurre antes de tiempo; en el ámbito 

procesal, una apelación o un recurso prematuro es aquel 

presentado en la secretaría de un tribunal apelativo antes de que 

éste tenga jurisdicción”. Pueblo v. Santana Rodríguez, 148 DPR 400, 

402 (1999)(Bastardillas en el original). “Una apelación o un recurso 

prematuro, al igual que uno tardío, sencillamente adolece del grave 

e insubsanable defecto de privar de jurisdicción al tribunal al cual 

se recurre”. Juliá et al v. Epifanio Vidal, SE, 153 DPR 357, 366 

(2001)(Citas omitidas).  

Establecido lo anterior, el recurso de certiorari debe 

presentarse “dentro de los treinta días siguientes a la fecha del 

archivo en autos de una copia de la notificación de la resolución u 

orden recurrida”. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 32(D). Además, “es 

menester señalar que para que el foro apelativo intermedio pueda 

revisar una decisión del foro de instancia, lo esencial es que se 

acompañe copia del documento en sí que recoge la decisión”. Pueblo 

v. Rodríguez, 167 DPR 318, 324 (2006)(Corchetes y comillas 

omitidas). La presentación de un recurso previo a la notificación de 

la resolución recurrida se considera prematura.  

III. 

Conforme a los hechos expuestos, el recurso del señor 

Guadalupe González es prematuro. Hasta el momento, el Tribunal 

de Primera Instancia no ha notificado resolución alguna que 

disponga de la Moción de Regla 192.1. En vista de lo anterior, no ha 

comenzado a transcurrir el término para solicitar nuestra 

intervención por medio del recurso de certiorari. Puesto que este 

Foro no tiene jurisdicción para atender recursos prematuros, 

procede desestimar el auto de certiorari.  

El señor Guadalupe González tendrá la oportunidad de 

solicitar la intervención de este Foro una vez el Tribunal de Primera 

Instancia notifique su determinación, si esta le fuere adversa. 
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Puesto que esta Curia no tiene jurisdicción, no puede entrar en los 

méritos de los planteamientos esbozados por el señor Guadalupe 

González.  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, DESESTIMAMOS el recurso 

de epígrafe. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


